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Granada, donde en su sentencia de 24 de abril de 2001,
determina que “La constatación de que al día en que se cursa
la visita de los inspectores de juego al local donde se hallaban
instaladas las máquinas recreativas, el 14 de febrero de 1994,
ya se habían solicitado por la mercantil demandante a la Admi-
nistración competente los correspondientes boletines de ins-
talación, es evidente que no habilita a la actora para la puesta
en funcionamiento de las referidas máquinas al faltar uno de
los requisitos exigibles para su autorización y explotación
correspondientes, al actuar de este modo, la mercantil deman-
dante actuó por la vía de hecho sin que ninguna norma ampa-
rara su modo de actuar, lo que contraviene a las disposiciones
contenidas en el Decreto 181/1987, por el que se regula el
Reglamento de Máquinas Recreativas, en particular lo que
ordena su artículo 46.1, incurriendo así en la comisión de
una infracción grave. Es más, el hecho de que la actora hubiera
solicitado los boletines de instalación de las máquinas a que
se refiere este recurso, no hace otra cosa que poner de mani-
fiesto que no contaban con dicha documentación y, sin embar-
go, se encontraban en explotación al momento de ser cursada”.

V

Ha quedado acreditado el hecho considerado como pro-
bado en la propuesta de resolución, cual es, mantener la
máquina a que se refiere el procedimiento sancionador de
referencia instalada y en funcionamiento careciendo de la auto-
rización de instalación y explotación. Cuestión aparte merece
la alegación que realiza el recurrente acerca de la motivación
por la cual se le impone la sanción, debiendo señalar, que
se han valorado todas las circunstancias concurrentes en este
expediente, y por lo tanto debemos desestimar las alegaciones
por considerar que la sanción se ajusta a derecho, adecuán-
dose al principio de legalidad y tipicidad, -principios presentes
en todo procedimiento sancionador-, debido principalmente
a la gravedad de los hechos que se han considerado probados,
dándose la circunstancia que el interesado no ha aportado
ningún documento o prueba fehaciente que acredite la ausen-
cia de responsabilidad en los hechos por los cuales se abrió
el correspondiente expediente administrativo. Y las circuns-
tancias concretas del caso pueden servir, para realizar una
valoración ponderada de la sanción a imponer, graduando
la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo
de la infracción y la sanción aplicada, como así se requiere
en el art. 131.3 de la Ley 30/1992, y en el artículo 55.2
del Reglamento, lo que no pueden conducir es a la exención
de la responsabilidad por la infracción administrativa cometida,
máxime cuando para graduar la sanción, el artículo 131 diseña
el principio de proporcionalidad en exclusiva atención a la
sanción administrativa, y no al resto de medidas restrictivas
de los derechos subjetivos del administrado que puedan decre-
tarse a lo largo del procedimiento sancionador, y tan solo obliga
con carácter general a que la naturaleza de la represión de
las infracciones administrativas sea adecuada a la naturaleza
del comportamiento ilícito, y específicamente impone un deber
de concretar la entidad de la sanción a la gravedad del hecho,
apreciándose esta circunstancia al presente expediente san-
cionador, ya que en el informe que nos traslada la Delegación
del Gobierno, se nos indica que “Por otro lado se tiene como
atenuante o agravante el hecho de que las autorizaciones per-
tinentes se solicitaran con anterioridad o no a la fecha de
la denuncia, poniéndose de manifiesto la voluntad espontánea
y no forzada por la inspección de la empresa de regularizar
la máquina, o al contrario, la falta de voluntad de ’legalizarla’,
manteniendo una explotación ilegal solo impedida por la acción
inspectora de la Administración. En este caso no sólo no se
solicitó con anterioridad a la denuncia, sino que hasta la facha
no se ha solicitado la autorización de la máquina.”, por lo

que hay que concluir que se ha respetado el principio de
proporcionalidad, que obliga a que en su aplicación se haga
depender la cuantía exacta de la sanción con la concurrencia
en la comisión del ilícito de determinados perfiles o circuns-
tancias. Dichos perfiles o circunstancias son los llamados “cri-
terios de dosimetría punitiva”, donde una Sentencia del Tri-
bunal Supremo de 10 de julio de 1985 señala:

“(...) el juego de la proporcionalidad le obliga a tomar
en cuenta las circunstancias objetivas y subjetivas que a la
contravención rodean, evitando así ejercitar la discrecionalidad
más allá de lo que consientan los hechos determinantes del
acto administrativo, que son los que se delimitan y acotan
el ámbito de las facultades de graduación de la sanción y
señalan la diferencia entre su correcto ejercicio y la arbitra-
riedad (...)”.

Todo lo expresado hasta ahora, conlleva la necesidad de
confirmar la sanción impuesta por ser acorde con la infracción
cometida, ya que la graduación de las sanciones debe hacerse
aplicando la legislación vigente y haciendo una calificación
con la infracción y la sanción que se señala expresamente.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del juego y apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto
491/96, de 19 de noviembre, y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo desestimar el recurso interpues-
to, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 18 de septiembre de 2002.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

CORRECCION de errores de la Resolución de la
Dirección General de Administración Local, de 31 de
enero de 2002, por la que se autoriza al Ayuntamiento
de Moguer (Huelva) a enajenar treinta parcelas de sus
bienes de propios a los vecinos ocupantes de las mis-
mas (BOJA núm. 26, de 2.3.2002).

Advertido error material en la Resolución de la Dirección
General de Administración Local, de 31 de enero de 2002,
por la que se autoriza al Ayuntamiento de Moguer (Huelva),
a enajenar 30 parcelas de su propiedad a los vecinos ocupantes
de las mismas, publicada en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía núm. 26, de 2 de marzo, de conformidad con
lo previsto en el artículo 105.2 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se trans-
cribe a continuación la presente rectificación:

En la página 3.397, apartado 29, relativo a la adjudi-
cación de la parcela núm. 29, donde dice: «parcela núm. 29,
sita en la Bda. San José, a favor de don Antonio Cumbreras
Parrales...”, debe decir: «a favor de don Tomás Garrido
Duarte».

Sevilla, 24 de septiembre de 2002
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CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 24 de septiembre de 2002, de
la Delegación Provincial de Huelva, por la que se hacen
públicos los listados de admitidos y excluidos de las
ayudas con cargo al Fondo de Acción Social, modalidad
Médica, Protésica y Odontológica, para el personal al
servicio de la Administración de la Junta de Andalucía,
correspondiente a las solicitudes presentadas de 1 de
marzo de 2002 al 30 de abril de 2002.

Vistas las solicitudes presentadas por el referido personal,
relativas a la modalidad «Médica, Protésica y Odontológica»,
correspondientes a las ayudas con cargo al Fondo de Acción
Social para el personal al servicio de la Administración de
la Junta de Andalucía que establece la Orden de 18 de abril
de 2001 (BOJA núm. 53, de 10 de mayo), mediante el Regla-
mento de las citadas ayudas, tienes lugar los siguientes

H E C H O S

Primero. Que el artículo 3.2 en relación con el artícu-
lo 1 de la mencionada Orden establece que la modalidad
de ayuda «Médica, Protésica y Odontológica» tendrá el carácter
de actividad continuada a lo largo de cada ejercicio.

Segundo. Que en la sección 1.ª del Capítulo II de la repe-
tida Orden se regula específicamente cuanto se refiere a la
expresada modalidad de ayuda «Médica, Protésica y Odon-
tológica».

Tercero. Que todas las solicitudes presentadas y apro-
badas, y que mediante esta Resolución se publican, reúnen
todos los requisitos fijados reglamentariamente para su con-
cesión.

Cuarto. Que en caso de las solicitudes presentadas y
excluidas, y que asimismo mediante esta Resolución se publi-
can, no quedan acreditados los requisitos fijados reglamen-
tariamente.

A tales Hechos resultan de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. El artículo 11.6 de la Orden de 18 de abril de 2001,
de la Consejería de Justicia y Administración Pública, mediante
la que se aprueba el Reglamento de Ayudas de Acción Social,
establece que la competencia para gestionar y resolver las
solicitudes de la ayuda «Médica, Protésica y Odontológica»,
presentadas por el personal destinado en los servicios peri-
féricos, la tienen delegada los Delegados Provinciales de Jus-
ticia y Administración Pública.

II. El artículo 3.2 del citado Reglamento establece el carác-
ter de actividad continua a lo largo de cada ejercicio para
esta modalidad de ayuda.

III. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 de
la misma Orden, reguladora del procedimiento de Resolución
y adjudicación de estas ayudas, la resolución de la Dirección
General de la Función Pública, de fecha 11 de febrero de
2002, fija las cantidades de tales ayudas para el ejercicio
2002.

Vistos los Hechos y Fundamentos de Derecho expuestos,
y demás de general aplicación, esta Delegación Provincial,

R E S U E L V E

Publicar los listados del personal admitido y excluido de
las ayudas con cargo al Fondo de Acción Social, ejercicio 2002,
en la modalidad de «Médica, Protésica y Odontológica», con
indicación de las causas de exclusión, así como las cantidades

concedidas, en su caso, que a tales efectos quedarán expuestos
en la Delegación Provincial de la Consejería de Justicia y Admi-
nistración Pública de Huelva.

Las solicitudes a que se refiere esta Resolución son las
correspondientes a personal de servicios periféricos en la pro-
vincia de Huelva, y que han tenido entrada con toda la docu-
mentación requerida en el período del 1 de marzo al 30 de
abril de 2002.

Contra lo establecido en la presente Resolución, el per-
sonal funcionario y no laboral podrá interponer recurso con-
tencioso-administrativo, ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo correspondiente, en el plazo de dos meses, a con-
tar desde el día de su publicación, de conformidad con lo
establecido en el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa;
y el personal laboral, podrá interponer reclamación previa a
la vía judicial laboral, conforme a lo dispuesto en los artícu-
los 120 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
modificada por la Ley 4/99, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y 69 y siguientes del Real Decreto Legislativo 2/1995,
de 7 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de
la Ley de Procedimiento laboral.

Huelva, 24 de septiembre de 2002.- El Delegado, Manuel
Bago Pancorbo.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 8 de octubre de 2002, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan los trabajadores de la empresa Ambulancias
Servicios Socio-Sanitarios Generales, SL (Cádiz),
mediante el establecimiento de servicios mínimos.

Por el Sindicato de Transporte y Comunicaciones de
CC.OO. y por la Sección Sindical de la empresa «Ambulancias
Servicios Socio-Sanitarios Generales, S.L.», ha sido convocada
huelga desde las 0,00 horas del día 14 de octubre de 2002
y que, en su caso, podrá afectar a todos los trabajadores de
todos los centros de trabajo de la provincia de Cádiz de la
mencionada empresa.

Si bien la Constitución, en su artículo 28.2, reconoce
a los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de
sus intereses, también contempla la regulación legal del esta-
blecimiento de garantías precisas para asegurar el manteni-
miento de los servicios esenciales de la comunidad, y el artícu-
lo 10 del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones
de Trabajo, faculta a la Administración para, en los supues-
tos de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos
o de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional, en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989, ha sentado la doctrina en
materia de huelga respecto a la fijación de tales servicios esen-
ciales de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente
por la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que los trabajadores de la empresa «Ambulancias
Servicios Socio-Sanitarios Generales, S.L.», en la provincia de


